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Los gastos derivados del traslado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, de no ser sufragados por 
un 1Estado, correrán por cuenta de la 2Corte. 

Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 108, el Estado de ejecución también podrá, de conformidad con su 
derecho interno, extraditar o entregar por cualquier otra vía a la persona a un Estado que haya pedido la 
extradición o entrega para someterla a juicio o para que cumpla una pena. 

Limitaciones al enjuiciamiento o la sanción por otros delitos (Art. 108)  

El condenado que se halle bajo la custodia del Estado de ejecución no será sometido a enjuiciamiento, 
sanción o extradición a un tercer Estado por una conducta anterior a su entrega al Estado de ejecución, a 
menos que, a petición de éste, la Corte haya aprobado el enjuiciamiento, la sanción o la extradición. 

La Corte dirimirá la cuestión tras haber oído al condenado. 

El párrafo 1 del presente artículo no será aplicable si el condenado 1permanece de manera voluntaria 
durante más de 30 días en el territorio del Estado de ejecución después de haber cumplido la totalidad de 
la pena impuesta por la Corte o si 2regresa al territorio de ese Estado después de haber salido de él. 

Ejecución de multas y órdenes de decomiso (Art. 109)  

Los Estados Partes harán efectivas las multas u órdenes de decomiso decretadas por la Corte en virtud de 
la Parte 7, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe y de conformidad con el procedimiento 
establecido en su derecho interno. 

El Estado Parte que no pueda hacer efectiva la orden de decomiso adoptará medidas para cobrar el valor 
del producto, los bienes o los haberes cuyo decomiso hubiere decretado la Corte, sin perjuicio de los 
derechos de terceros de buena fe. 

Los bienes, o el producto de la venta de bienes inmuebles o, según proceda, la venta de otros bienes que 
el Estado Parte obtenga al ejecutar una decisión de la Corte serán transferidos a la Corte. 

Examen de una reducción de la pena (Art. 110)  

El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por 
la Corte. 

Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al 
recluso. 

Cuando el recluso haya cumplido las 2/3 partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena 
perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. El examen no se llevará a 
cabo antes de cumplidos esos plazos.  

Al proceder al examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera que concurren 1 
o más de los siguientes factores: 

- Si el recluso ha manifestado desde el principio y de manera continua su voluntad de cooperar con la 
Corte en sus investigaciones y enjuiciamientos; 

- Si el recluso ha facilitado de manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes de la Corte 
en otros casos, en particular ayudando a ésta en la localización de los bienes sobre los que recaigan 
las multas, las órdenes de decomiso o de reparación que puedan usarse en beneficio de las víctimas; 
o 

- Otros factores indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba que permitan determinar un cambio 
en las circunstancias suficientemente claro e importante como para justificar la reducción de la pena. 

La Corte, si en su examen inicial con arreglo al párrafo 3, determina que no procede reducir la pena, volverá 
a examinar la cuestión con la periodicidad y con arreglo a los criterios indicados en las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. 
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Evasión (Art. 111)    

Si un condenado se evade y huye del Estado de ejecución, éste podrá, tras consultar a la Corte, pedir al 
Estado en que se encuentre que lo entregue de conformidad con los acuerdos bilaterales y multilaterales 
vigentes, o podrá pedir a la Corte que solicite la entrega de conformidad con la Parte 9.  

La Corte, si solicita la entrega, podrá resolver que el condenado sea enviado al Estado en que cumplía su 
pena o a otro Estado que indique. 

L.O. 18/2003, DE 10 DE DICIEMBRE, DE COOPERACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

Objeto y fuentes jurídicas (Art. 1) 

El objeto de esta ley orgánica es regular las relaciones de cooperación entre el Estado español y la Corte 
Penal Internacional en el ejercicio de la jurisdicción y funciones encomendadas a esta institución por el 
Estatuto de Roma de 17 de julio de 1998, en lo sucesivo, el “Estatuto” y su normativa complementaria, 
mediante la atribución de competencias a los órganos estatales y el establecimiento de procedimientos 
internos adecuados, aplicables en lo no previsto en el Estatuto y sus normas complementarias en la medida 
en que éstas resulten pertinentes, en particular las reglas de procedimiento y prueba, así como en los 
acuerdos específicos de cooperación que España pueda celebrar con la Corte. 

Con carácter supletorio a esta ley se aplicarán las normas orgánicas y procesales de aplicación general. 

De la cooperación pasiva (Art. 2) 

España prestará plena cooperación a la Corte Penal Internacional (en lo sucesivo, la “Corte”) de conformidad 
con lo prevenido en el Estatuto y en especial en su artículo 86. 

De la cooperación activa (Art. 3) 

Los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal podrán dirigir, por conducto del Ministerio de Justicia, 
solicitudes de cooperación a la Corte que se consideren necesarias en el marco de un proceso que se 
siguiere en España y en los casos y condiciones que establece el artículo 93.10 del Estatuto. 

De las autoridades competentes (Art. 4) 

Son autoridades competentes para la aplicación de esta ley: 

- El Gobierno. 

- El Ministerio de Justicia. 

- El Ministerio de Asuntos Exteriores, en los casos previstos en esta ley, y, en todo caso, cuando 
intervinieran factores de política exterior. 

- El Ministerio de Defensa y el Ministerio del Interior, cuando el acto de cooperación afecte a sus 
competencias. 

- Los órganos judiciales de la jurisdicción ordinaria y, en particular, la Audiencia Nacional. 

- Los órganos judiciales militares y, en particular, el Tribunal Militar Central. 

- El Ministerio Fiscal. 

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL DEFENSOR DEL PUEBLO, 
APROBADO POR LAS MESAS DEL CONGRESO Y DEL SENADO, A PROPUESTA DEL 

DEFENSOR DEL PUEBLO, EN SU REUNIÓN CONJUNTA DE 6 DE ABRIL DE 1983. 

DISPOSICIONES GENERALES 
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Responsabilidades del Defensor del Pueblo (Art. 1) 

El Defensor del Pueblo, en cuanto alto comisionado de las Cortes Generales para la defensa de los derechos 
comprendidos en el Título I de la Constitución, podrá supervisar la actividad de la Administración, dando 
cuenta a las Cortes Generales. 

El Defensor del Pueblo ejercerá las funciones de Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura,  

No estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de ninguna autoridad y 
desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio. 

Gozos del Defensor del Pueblo (Art. 2) 

El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad y no podrá ser detenido, expedientado, multado, 
perseguido o juzgado en razón a las opiniones que formule o los actos que realice en el ejercicio de las 
competencias propias de su cargo. 

Mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo no podrá ser detenido sino en 
caso de flagrante delito. 

La decisión sobre la inculpación, prisión, procesamiento y juicio corresponde exclusivamente a la Sala de 
lo Penal del Tribunal Supremo. 

Las anteriores reglas serán aplicables a los Adjuntos  

Responsabilidades del Defensor del Pueblo (Art. 3) 

El Defensor del Pueblo únicamente es responsable de su gestión ante las Cortes Generales. 

Los Adjuntos son directamente responsables de su gestión ante el Defensor del Pueblo y ante la Comisión 
mixta Congreso-Senado de relaciones con el Defensor del Pueblo. 

Funciones rectoras y administrativas (Art. 5) 

Las funciones rectoras y administrativas de la institución del Defensor del Pueblo 

Nombramiento del Defensor del Pueblo y Adjuntos (Art. 6) 

El nombramiento del Defensor del Pueblo o de los Adjuntos, si fueran funcionarios públicos, implicará su 
pase a la situación de excedencia especial o equivalente en la Carrera o Cuerpo de procedencia. 

DEL DEFENSOR DEL PUEBLO 

Competencias básicas del Defensor del Pueblo (Art. 8) 

Además de las competencias básicas establecidas en la Ley Orgánica, corresponde al Defensor del Pueblo: 

- Representar a la Institución. 

- Proponer a los Adjuntos, a efecto de que la Comisión Mixta Congreso-Senado de relaciones con el 
Defensor del Pueblo otorgue su conformidad previa al nombramiento y cese de los mismos. 

- Mantener relación directa con las Cortes Generales a través del Presidente del Congreso de los 
Diputados, y con ambas Cámaras a través de sus respectivos Presidentes. 

- Mantener relación directa con el Presidente y Vicepresidentes del Gobierno, los Ministros y 
Secretarios de Estado y con los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas. 

- Mantener relación directa con el Tribunal Constitucional y con el Consejo General del Poder Judicial, 
igualmente a través de sus Presidentes. 

- Mantener relación directa con el Fiscal General del Estado. 
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- Mantener relación directa con los Presidentes de los Consejos Ejecutivos de las Comunidades 
Autónomas y con los órganos similares al Defensor del Pueblo que se constituyan en dichas 
Comunidades. 

- En cuanto Mecanismo Nacional de Prevención, designar al Presidente del Consejo Asesor, de entre 
sus Adjuntos, así como a los Vocales que lo integran, de conformidad con el procedimiento establecido 
en el presente Reglamento. 

Gabinete técnico, de prensa e información (Art. 10) 

El Defensor del Pueblo podrá estar asistido por un Gabinete Técnico, bajo la dirección de uno de los 
Asesores que designará y cesará libremente. 

El Defensor del Pueblo podrá establecer un Gabinete de Prensa e Información  

Informes anuales, extraordinarios y específicos (Art. 11) 

El informe anual que, según los artículos 32 y 33 de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo, debe dar éste 
a las Cortes Generales será sometido, previamente, a la Comisión Mixta de relaciones con el Defensor del 
Pueblo. 

LOS ADJUNTOS AL DEFENSOR DEL PUEBLO 

Competencias de los Adjuntos del Defensor del Pueblo (Art. 12) 

Corresponderán a los Adjuntos del Defensor del Pueblo las siguientes competencias: 

- Ejercitar las funciones del Defensor del Pueblo en los casos de delegación y sustitución previstos en 
la Ley Orgánica. 

- Dirigir la tramitación, comprobación e investigación de las quejas formuladas y de las actuaciones que 
se inicien de oficio, proponiendo, en su caso, al Defensor del Pueblo, la admisión a trámite o rechazo 
de las mismas y las resoluciones que se estimen procedentes, y llevando a cabo las actuaciones, 
comunicaciones y notificaciones pertinentes. 

- Colaborar con el Defensor del Pueblo en el ejercicio de sus funciones como Mecanismo Nacional de 
Prevención. 

- Preparar y proponer al Defensor del Pueblo el borrador de informe anual y los de los demás informes 
que deban elevarse a las Cortes Generales o al Subcomité para la Prevención de la Tortura. 

Cesar de los Adjuntos (Art. 16) 

Los Adjuntos al Defensor del Pueblo cesarán por alguna de las siguientes causas: 

- Por renuncia. 

- Por expiración del plazo de su nombramiento. 

- Por muerte o por incapacidad sobrevenida. 

- Por notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. En este caso, el 
cese exigirá una propuesta razonada del Defensor del Pueblo, que habrá de ser aprobada por la 
Comisión mixta Congreso-Senado, de acuerdo con el mismo procedimiento y mayoría requerida para 
otorgar la conformidad previa para su nombramiento, y con audiencia del interesado. 

- Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso. 

- El cese de los Adjuntos se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y en los de ambas Cámaras. 

CONSEJO ASESOR DEL MECANISMO NACIONAL DE PREVENCIÓN DE TORTURA 

Consejo Asesor (Art. 19) 
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El Consejo Asesor es un órgano de cooperación técnica y jurídica del Mecanismo Nacional de Prevención. 

El Consejo Asesor estará integrado por los Adjuntos del Defensor del Pueblo, como miembros natos, 
además de por un máximo de 10 Vocales. 

El Adjunto en el que el Defensor del Pueblo delegue las funciones del Mecanismo Nacional de Prevención 
de la Tortura asumirá la Presidencia del Consejo y será sustituido por el otro Adjunto en caso de ausencia 
o vacante. 

Los Vocales serán designados entre personas mayores de edad, que se encuentren en el pleno disfrute de 
sus derechos civiles y políticos, con reconocida trayectoria en la defensa de los Derechos Humanos o en 
los ámbitos relacionados con el tratamiento a personas privadas de libertad por cualquier causa. 

La designación de Vocales se efectuará conforme a la siguiente distribución: 

- 1 Vocal designado a propuesta del Consejo General de la Abogacía de España. 

- 1 Vocal designado a propuesta de la Organización Médica Colegial. 

- 1 Vocal designado a propuesta del Consejo General de Colegios Oficiales de Psicólogos de España. 

- Hasta 2 Vocales designados a propuesta conjunta de los organismos e instituciones con las que el 
Defensor del Pueblo tenga suscritos convenios de colaboración para el desarrollo de las funciones 
propias del Mecanismo Nacional de Prevención, si así está previsto en dichos convenios.  
Las propuestas que se formulen no podrán incluir más que 1 representante por entidad. 

- 5 Vocales elegidos de entre las candidaturas que, a título personal o en representación de 
organizaciones o asociaciones representativas de la sociedad civil, se presenten al Defensor del Pueblo 
en el marco del procedimiento de designación establecido en el presente Reglamento. 

Actuará como secretario el Secretario General de la Institución. 

PRESENTACIÓN, INSTRUCCIÓN E INVESTIGACIÓN DE LAS QUEJAS  

Quejas en el ejercicio de las competencias propias (Art. 27) 

En el ejercicio de las competencias propias del Defensor del Pueblo y los Adjuntos, así como en la 
tramitación e investigación de las quejas, se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica y en el presente 
Reglamento. 

La presentación de una queja ante el Defensor del Pueblo, así como su posterior admisión, si procediere, 
no suspenderá en ningún caso los plazos previstos en las Leyes para recurrir, tanto en vía administrativa 
como jurisdiccional, ni la ejecución de la resolución o acto afectado. 
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